
ARTÍCULO 32. Modifíquese el artículo 10 de la Ley 388 de 1997, el cual quedará así:

Artículo 10. Determinantes de ordenamiento territorial y su orden de prevalencia. En la
elaboración y adopción de sus planes de ordenamiento territorial, los municipios y distritos
deberán tener en cuenta las siguientes determinantes, que constituyen normas de superior
jerarquía en sus propios ámbitos de competencia, de acuerdo con la Constitución y las leyes.

1. Nivel 1. Las determinantes relacionadas con la conservación, la protección del ambiente y los
ecosistemas, el ciclo del agua, los recursos naturales, la prevención de amenazas y riesgos de
desastres, la gestión del cambio climático y la soberanía alimentaria.

a) Las directrices, normas y reglamentos expedidos en ejercicio de sus respectivas facultades
legales por las entidades del Sistema Nacional Ambiental en los aspectos relacionados con el
ordenamiento espacial del territorio, de acuerdo con la Ley 99 de 1993 y el Código de Recursos
Naturales y demás normativa concordante, tales como las limitaciones derivadas de estatuto de
zonificación de uso adecuado del territorio y las regulaciones nacionales sobre uso del suelo en
lo concerniente exclusivamente a sus aspectos ambientales.

b) Las disposiciones que reglamentan el uso y funcionamiento de las áreas que integran el
sistema de parques nacionales naturales y las reservas forestales nacionales.

c) Las regulaciones sobre conservación, preservación, uso y manejo del ambiente y de los
recursos naturales renovables, en especial en las zonas marinas y costeras y los ecosistemas
estratégicos; las disposiciones producidas por la Corporación Autónoma Regional o la autoridad
ambiental de la respectiva jurisdicción en cuanto a la reserva, alindamiento, administración o
sustracción de los distritos de manejo integrado, los distritos de conservación de suelos, y las
reservas forestales; a la reserva, alindamiento y administración de los parques naturales de
carácter regional; las normas y directrices para el manejo de las cuencas hidrográficas expedidas
por la Corporación Autónoma Regional o la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción, y
las directrices y normas expedidas por las autoridades ambientales para la conservación de las
áreas de especial importancia ecosistémica.

d) Las políticas, directrices y regulaciones sobre prevención de amenazas y riesgos de desastres,
el señalamiento y localización de las áreas de riesgo para asentamientos humanos, así como las
estrategias de manejo de zonas expuestas a amenazas y riesgos naturales, y las relacionadas con
la gestión del cambio climático.

2. Nivel 2. Las áreas de especial interés para proteger el derecho humano a la alimentación de los
habitantes del territorio nacional localizadas dentro de la frontera agrícola, en particular, las
incluidas en las Áreas de Protección para la Producción de Alimentos, declaradas por el
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, de acuerdo con los criterios definidos por la
Unidad de Planificación Rural Agropecuaria (UPRA), y en la zonificación de los planes de
desarrollo sostenible de las Zonas de Reserva Campesina constituidas por el Consejo Directivo
de la Agencia Nacional de Tierras (ANT). Lo anterior, en coordinación con el Ministerio de
Ambiente y Desarrollo Sostenible, y el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio.



3. Nivel 3. Las políticas, directrices y regulaciones sobre conservación, preservación y uso de las
áreas e inmuebles consideradas como patrimonio cultural de la Nación y de los departamentos,
incluyendo el histórico, artístico, arqueológico y arquitectónico, de conformidad con la
legislación correspondiente.

4. Nivel 4. El señalamiento y localización de las infraestructuras básicas relativas a la red vial
nacional y regional; fluvial, red férrea, puertos y aeropuertos; infraestructura logística
especializada definida por el nivel nacional y regional para resolver intermodalidad, y sistemas
de abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de energía y gas, e internet. En este nivel
también se considerarán las directrices de ordenamiento para las áreas de influencia de los
referidos usos.

5. Nivel 5. Los componentes de ordenamiento territorial de los planes integrales de desarrollo
metropolitano, en cuanto se refieran a hechos metropolitanos, así como las normas generales que
establezcan los objetivos y criterios definidos por las áreas metropolitanas en los asuntos de
ordenamiento del territorio municipal, de conformidad con lo dispuesto por la Ley 1625 de 2013
y la presente ley.

6. Nivel 6. Los Proyectos Turísticos Especiales e infraestructura asociada, definidos por el
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.

PARÁGRAFO 1o. El Departamento Nacional de Planeación, en coordinación con el Ministerio
de Vivienda Ciudad y Territorio y el Instituto Geográfico Agustín Codazzi definirá, en el término
de un año, el procedimiento para el desarrollo, actualización y disposición de la información
documental técnica, jurídica y geoespacial de las determinantes. Para tal efecto, considerarán el
Modelo de datos de administración del territorio definido por el Sistema de Administración del
Territorio (SAT), para que las entidades competentes para su expedición, las delimiten
geográficamente con su respectiva zonificación y restricciones de uso. Asimismo, definirán los
parámetros para que las entidades responsables de la expedición de las determinantes
implementen mecanismos de coordinación entre estas, y con los entes territoriales en el marco de
su autonomía, conforme a las prevalencias aquí indicadas, y de adecuación y <adopción en los
Planes de Ordenamiento Territorial de acuerdo con>* las particularidades y capacidades de los
contextos territoriales.

Notas del Editor

* Destaca el editor que el texto 'adopción en los Planes de Ordenamiento Territorial de
acuerdo con' contenido en el pdf original firmado, fue omitido en la versión publicada en el
Diario Oficial.

PARÁGRAFO 2o. Los agentes públicos y privados a cargo de planes y proyectos con desarrollo
físico espacial en el territorio estarán obligados a cumplir con las determinantes de ordenamiento
territorial y sus prevalencias desde la prefactibilidad de los mismos.

Los departamentos, municipios, distritos y esquemas asociativos territoriales acatarán con
carácter de obligatorio cumplimiento las determinantes de ordenamiento territorial durante las



etapas de formulación e implementación de sus instrumentos de ordenamiento territorial.

PARÁGRAFO 3o. Para los territorios y territorialidades indígenas y para los territorios
colectivos de comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras los determinantes del
ordenamiento del territorio, indicados en este artículo, respetarán y acatarán los principios de la
Palabra de Vida, Leyes de Origen, Derecho Mayor, Derecho Propio de cada pueblo y la
comunidad Indígena, negra, afrocolombiana, raizal y palenquera. En todo caso, los fundamentos
definidos por los pueblos y comunidades indígenas serán vinculantes para todos los actores
públicos y privados en sus territorios y territorialidades.

ARTÍCULO 33. REGLAMENTACIÓN DE LAS ZONAS DE INVERSIÓN ESPECIAL
PARA SUPERAR LA POBREZA. El Gobierno Nacional tendrá hasta el 31 de diciembre de
2024 para definir las zonas de inversión especial para superar la pobreza de las que trata el
artículo 34 de la Ley 1454 de 2011. En el marco de lo dispuesto por la Ley 1454 de 2011, la
definición de las zonas de inversión especial incluirá la definición de instrumentos
metodológicos que, desde el ordenamiento territorial, sirvan a los municipios para potenciar el
desarrollo de actividades económicas, sociales y ambientales que permitan la generación de
empleo y que sean acordes con la vocación de los territorios donde se desarrollen.

ARTÍCULO 34. CONSEJOS TERRITORIALES DEL AGUA. Créense Consejos
Territoriales del Agua en cada una de las eco regiones y territorios estratégicos priorizados en el
Plan Nacional de Desarrollo “Colombia Potencia Mundial de la Vida 2022-2026”, cuyo objeto
será fortalecer la gobernanza multinivel, diferencial, inclusiva y justa del agua y el ordenamiento
del territorio en torno al agua buscando la consolidación de territorios funcionales con enfoque
de adaptabilidad al cambio climático y gestión del riesgo. Para tal efecto, el Gobierno Nacional,
a través del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, reglamentará la conformación,
funcionamiento y articulación de estos Consejos con otros espacios de participación y consulta
previstos en los instrumentos de la política nacional de gestión integral del recurso hídrico, o la
que haga sus veces, y en los instrumentos de ordenamiento del territorio.

ARTÍCULO 35. INTEROPERABILIDAD DE DETERMINANTES DEL
ORDENAMIENTO Y OTRAS ÁREAS PRIORITARIAS. Las entidades que definen y son
responsables de la información de las determinantes del ordenamiento territorial, los territorios
correspondientes a pueblos indígenas, campesinos, comunidades negras, afrodescendientes,
raizales y palenqueras y aquellas con competencia sobre las playas, playones, y las zonas
delimitadas para la seguridad y defensa, y las zonas de inversión especial para superar la pobreza
cuando estas sean reglamentadas por las entidades competentes, deberán estructurar y disponer la
información generada sobre estas decisiones de forma estandarizada, para lo cual en un plazo
máximo de 3 años a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, adoptarán e
implementarán el Modelo de datos de administración del territorio definido por el Sistema de
Administración del Territorio (SAT).

PARÁGRAFO. La información de los territorios indígenas deberá interoperar con los
determinantes del ordenamiento y áreas básicas primarias.



ARTÍCULO 36. DISTRITOS DE ADECUACIÓN DE TIERRAS. Las entidades territoriales
y las entidades públicas del orden nacional, en su calidad de organismos ejecutores públicos o la
Agencia de Desarrollo Rural (ADR), a través del Fondo Nacional de Adecuación de Tierras
(Fonat), podrán financiar obras de adecuación de tierras en los distritos entregados en propiedad
a las asociaciones de usuarios de acuerdo con la normativa vigente, así como en los distritos de
propiedad de las asociaciones de usuarios ejecutados en el marco de Proyectos Integrales de
Desarrollo Agropecuario y Rural (Pidar) u otros programas específicos dirigidos a implementar
sistemas alternos de adecuación de tierras.

Se podrán financiar con recursos del Fonat proyectos de adecuación de tierras que se ejecuten en
el marco del programa Pidar que contemplen las etapas de pre- inversión e inversión, así como la
estructuración y ejecución de sistemas de riego individuales o comunitarios los cuales no serán
objeto de recuperación de la inversión en los términos previstos en la Ley 41 de 1993, en los
términos y condiciones definidos por el Consejo Directivo de la ADR. El cobro de la
recuperación de la inversión solo tendrá lugar, respecto de la construcción de nuevos Distritos o
ampliación de los ya existentes.

Los distritos u obras de adecuación de tierras de propiedad de la ADR y los bienes muebles e
inmuebles del área de influencia de éstos, a la fecha de expedición de la presente ley, se podrán
ceder a título gratuito, y sin lugar a cobros adicionales de recuperación de la inversión, a las
asociaciones de usuarios o a las entidades territoriales, en las condiciones que defina el Gobierno
Nacional. En el evento en que no fuere viable la cesión a las entidades antes señaladas dichos
distritos, bienes u obras se podrán ceder a título gratuito a Central de Inversiones S. A. (CISA).
En todo caso en los eventos en que los distritos o el área de influencia de los Distritos de
adecuación de tierras, sean incorporados como área de expansión urbana, los bienes e
infraestructura que estén directamente vinculados a este, deben ser recibidos por los entes
territoriales quienes tendrán a su cargo la administración, operación y mantenimiento de los
distritos o la infraestructura asociada a los mismos.

La ADR podrá, igualmente, ceder a título gratuito a las entidades territoriales o a las autoridades
ambientales, los distritos o infraestructura de drenaje o de control contra inundaciones existentes,
de propiedad del Estado y los bienes asociados a éstos. En este caso no habrá lugar al cobro del
servicio público de adecuación de tierras. Cuando este tipo de infraestructura se vea afectada por
desastres la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres podrá realizar obras para
su rehabilitación.

La Agencia de Desarrollo Rural realizará la gestión de saneamiento de las obligaciones de los
usuarios de los Distritos de Adecuación de Tierras de propiedad del Estado en cuanto a tarifas de
energía y tasas por uso del agua, cuya fecha de exigibilidad sea superior a 5 años, contados a
partir de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural dentro de los 6 meses siguientes o la entrada en
vigencia de la presente ley en coordinación con la ADR y UPRA deberán elaborar un proyecto
de ley que modifique la Ley 41 de 1993.



PARÁGRAFO. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y la Agencia de Desarrollo
Rural, en coordinación con las entidades territoriales y los Ministerios de Minas y Energía y de
Vivienda, priorizarán la financiación de la terminación de los actuales distritos de riego
multipropósito, así como la construcción de nuevas iniciativas multipropósito en zonas de alta
productividad agrícola.

SECCIÓN III.

COORDINACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS DE PLANIFICACIÓN DE TERRITORIOS
VITALES.

ARTÍCULO 37. OBLIGATORIEDAD DEL USO DE LA INFORMACIÓN OFICIAL. Las
entidades públicas deberán suministrar y disponer la información oficial, la cual, será de
obligatorio uso para las entidades competentes de adelantar procesos de formalización,
adjudicación y regularización de la propiedad. En ningún caso se supeditará la realización de los
trámites a que los particulares suministren información de carácter oficial. Para tal efecto las
entidades oficiales establecerán mecanismos de interoperabilidad de la información, dispondrán
de servicios de intercambio de información en tiempo real o estrategias de suministro expedito
de la información bajo su responsabilidad.

Para los casos en donde existan levantamientos prediales generados para la expedición de títulos
de propiedad, estos deberán ser remitidos al gestor catastral competente quien deberá emplear
esta información para realizar el proceso catastral correspondiente y la respectiva actualización
en la base de datos catastral atendiendo a la normatividad que para el efecto expida la autoridad
catastral.

PARÁGRAFO. Para el cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo, el Ministerio de
Agricultura y Desarrollo Rural junto con la Agencia Nacional de Tierras identificarán las
entidades públicas sobre las que recae la obligación de suministrar y disponer la información
oficial, y coordinarán el mecanismo para el intercambio de la misma en un plazo máximo de 1
año a partir de la vigencia de la presente ley.

SECCIÓN IV.

CAPACIDADES DE LOS GOBIERNOS LOCALES Y LAS COMUNIDADES PARA LA
TOMA DE DECISIONES DE ORDENAMIENTO Y PLANIFICACIÓN TERRITORIAL.

ARTÍCULO 38. ESTRATEGIA NACIONAL DE COORDINACIÓN PARA LA
ADAPTACIÓN AL CAMBIO CLIMÁTICO DE LOS ASENTAMIENTOS Y
REASENTAMIENTOS HUMANOS. La Unidad Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres,
coordinará con las entidades sectoriales del nivel nacional y entidades territoriales, la estrategia
nacional de reasentamiento, legalización urbanística, mejoramiento de asentamientos humanos y
gestión del suelo, como acción directa de reducción del riesgo de desastres, mitigación y
adaptación al cambio climático.



PARÁGRAFO 1o. Las prioridades de la estrategia estarán enfocadas en asentamientos en alto
riesgo, y se tendrán en cuenta entre otros: el ordenamiento de los asentamientos en torno al agua,
la financiación de estudios de riesgos, la asistencia técnica para la gestión de suelo y el
reasentamiento de hogares en alto riesgo no mitigable y el mejoramiento de las condiciones de
hábitat con base comunitaria. Los reasentamientos que se desarrollen en el marco de la estrategia
de la que trata el presente artículo, deberán ir acompañados de la implementación de proyectos
productivos individuales o asociativos que generen ingresos a cargo de la Agencia de Desarrollo
Rural. Sólo podrán implementarse proyectos individuales en predios rurales en aquellos eventos
en que los beneficiarios reciban predios de una Unidad Agrícola Familiar. En los demás casos
los proyectos a implementar deberán ser asociativos.

PARÁGRAFO 2o. En la etapa de viabilidad que <de>* los proyectos que se realicen en las
Zonas de Inversión Especial para superar la Pobreza de los que trata la Ley 1454 de 2011, una
vez reglamentadas, se deberá realizar el análisis de riesgo de desastre del que trata el artículo 38
de la Ley 1523 de 2012 teniendo en cuenta la dinámica de asentamientos del territorio. Una vez
se disponga y como requisito para la viabilidad de los proyectos a los que se refiere el presente
parágrafo el análisis de riesgo debe tomar en cuenta la información del catastro multipropósito.

Notas del Editor

* Destaca el editor que en el texto del pdf original firmado se lee 'de' en vez de 'que'.

PARÁGRAFO 3o. La Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres (UNGRD), o
quien haga sus veces, desarrollará en el plazo de seis (6) meses, contados a partir de la entrada en
vigencia del presente artículo, los protocolos de atención para los animales en situaciones de
emergencia, en el marco de la Ley 1523 de 2012.

Estas disposiciones serán de obligatorio cumplimiento por todas las autoridades competentes, las
cuales deberán prestar apoyo para cumplir los lineamientos fijados por la Unidad Nacional para
la Gestión del Riesgo de Desastres UNGRD y para atender a los animales en situaciones de
emergencia.

Los protocolos deberán tener en cuenta a los animales de producción y granja y animales de
compañía. En el caso de los animales silvestres, se expedirán los protocolos correspondientes
con el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.

ARTÍCULO 39. Con el propósito de fortalecer la capacidad de los entes territoriales para
realizar labores de respuesta y recuperación ante emergencias, y de reducción del riesgo de
desastres así como realizar trabajos de mantenimiento y mejoramiento de la red vial secundaria y
terciaria, el Gobierno Nacional podrá asignar las partidas presupuestales necesarias para que los
mismos refuercen sus bancos de maquinaria amarilla, que se requieren para la ejecución de
dichas obras.

ARTÍCULO 40. METODOLOGÍA ORIENTADA AL RECONOCIMIENTO DE



CAPACIDADES. En el marco de la implementación de un modelo de descentralización
diferencial, el Gobierno Nacional, a través del Departamento Nacional de Planeación
desarrollará una metodología para la identificación de tipologías de las entidades territoriales y
los esquemas asociativos territoriales, orientada al reconocimiento de capacidades.

PARÁGRAFO 1o. La tipología que adopte el Departamento Nacional de Planeación, conforme
con la metodología indicada, será insumo para la focalización de políticas públicas y de
asistencia técnica diferenciada por parte del Gobierno Nacional, la asunción de competencias y
demás aspectos previstos en las normas vigentes.

PARÁGRAFO 2o. El cálculo de las tipologías establecidas en desarrollo de la metodología a que
se refiere el presente artículo se realizará anualmente por parte del Departamento Nacional de
Planeación antes del 31 de octubre con efectos en la vigencia fiscal siguiente. La metodología a
que se refiere el presente artículo será expedida dentro de los seis (6) meses siguientes a la
entrada en vigencia de la presente ley y deberá contener el cálculo de la tipología para la vigencia
2024.

PARÁGRAFO 3o. Las tipologías de que trata el presente artículo no reemplazan las categorías
definidas en la Ley 617 del 2000 y demás normas concordantes, en lo relacionado con la
racionalización del gasto público.

ARTÍCULO 41. FORTALECIMIENTO DE LOS ESQUEMAS ASOCIATIVOS
TERRITORIALES. El Gobierno Nacional implementará una estrategia diferenciada de
fortalecimiento y asistencia técnica para los Esquemas Asociativos Territoriales (EAT), en el
ejercicio de sus competencias y funciones para la ejecución de sus planes estratégicos.

La presentación y ejecución de iniciativas con recursos públicos, cuyo objeto sea la inversión de
impacto supramunicipal y supradepartamental por parte de los EAT, requerirá que estos últimos
estén registrados y actualizados en el Sistema de Registro de Esquemas Asociativos Territoriales
(REAT), administrado por el Ministerio del Interior, de conformidad con la normatividad
vigente. La información contenida en el Sistema de Registro de Esquemas Territoriales será
objeto de seguimiento y análisis periódico en el cumplimiento de los componentes de sus planes
estratégicos correspondientes.

PARÁGRAFO 1o. Las entidades que conformen los Esquemas Asociativos Territoriales podrán
destinar los recursos captados por la implementación de instrumentos de captura de valor del
suelo derivados de los proyectos regionales promovidos por los EAT, para la financiación de este
o de otros proyectos regionales, en el marco del EAT. El Gobierno Nacional diseñará un
esquema de incentivos para favorecer la asociatividad territorial en todas sus formas.

PARÁGRAFO 2o. El Ministerio del Interior y la Agencia para la Renovación del Territorio
estructurará e implementará una estrategia de alianzas asociativas territoriales para la Paz que
busquen ampliar y articular entre municipios PDET, ZOMAC, las regiones de paz que constituya
el Gobierno Nacional a partir de lo establecido en el artículo 8B de la Ley 418 de 1997 y otros
municipios estratégicos para el desarrollo regional, con la finalidad de cerrar las brechas



socioeconómicas en el marco de los Planes de Acción para la Transformación Regional (PATR)
formulados en las dieciséis (16) subregiones PDET y las demás disposiciones normativas
vigentes al momento de su implementación.

ARTÍCULO 42. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Defensa, fortalecerá las
instituciones responsables de actuar frente a los delitos y las conductas que atentan contra la vida
y la integridad de los animales, con el fin de contribuir al proceso misional institucional de los
cuerpos especializados. Para ello tendrán en cuenta, como mínimo, los siguientes lineamientos:

a) Fortalecimiento de los medios técnicos y del perfil del personal de la Policía Nacional en la
Dirección de Carabineros y Protección Ambiental (DICAR), mediante la dotación de insumos
como vehículos, equipo de control, manipulación, traslado y rescate animal y planes de
capacitación.

b) Acompañamiento a las entidades territoriales para fortalecer su capacidad de respuesta a los
casos de maltrato animal.

SECCIÓN V.

CONSOLIDACIÓN DEL CATASTRO MULTIPROPÓSITO Y TRÁNSITO HACIA EL
SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DEL TERRITORIO (SAT).

ARTÍCULO 43. Modifíquese el artículo 79 de la Ley 1955 de 2019, el cual quedará así:

Artículo 79. Naturaleza y Organización de la Gestión Catastral. La gestión catastral es un
servicio público prestado directamente por el Estado, que comprende un conjunto de operaciones
técnicas y administrativas orientadas a la adecuada formación, actualización, conservación y
difusión de la información catastral con enfoque multipropósito, para contribuir a la prestación
eficiente de servicios y trámites de información catastral a la ciudadanía y a la administración del
territorio en términos de apoyo para la seguridad jurídica del derecho de propiedad inmueble, el
fortalecimiento de los fiscos locales y el apoyo a los procesos de planeación y ordenamiento
territorial, con perspectiva intercultural.

La gestión catastral está a cargo del Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) en su
condición de máxima autoridad catastral nacional y de los entes territoriales y esquemas
asociativos de entes territoriales que aquel habilite a solicitud de parte, previo cumplimiento de
las condiciones que garanticen su idoneidad como prestadores del servicio público.

Son operadores catastrales las personas jurídicas de derecho público o privado que, mediante
contrato con uno o varios gestores catastrales, pueden apoyar labores operativas que sirven de
insumo para los procesos de formación, actualización y conservación de la información catastral.

Con el fin de garantizar la pertinencia de la regulación catastral, el Instituto Geográfico Agustín



Codazzi (IGAC) contará con una instancia técnica asesora para orientar la regulación bajo el
cumplimiento de los principios de la gestión catastral.

La Superintendencia de Notariado y Registro (SNR) ejercerá las funciones de inspección,
vigilancia y control a la prestación del servicio público catastral que adelantan todos los sujetos
encargados de la gestión catastral, incluyendo los gestores y operadores catastrales, así como los
usuarios de este servicio.

La gestión y custodia de la información catastral corresponde al Estado a través del IGAC, quien
debe promover su producción, mantenimiento y difusión. Esta información debe ser
interoperable con otros sistemas de información de acuerdo con las condiciones definidas. La
información catastral a cargo de los gestores catastrales se debe registrar en el Sistema Nacional
de Información Catastral (SINIC) o el que haga sus veces. La información registrada en el
sistema se considera oficial para todos los efectos legales, para ello el IGAC definirá las
condiciones de gradualidad y transición de este proceso. Los gestores catastrales deben
suministrar oportunamente la información catastral requerida por el IGAC y la SNR.

PARÁGRAFO 1o. El IGAC puede determinar el modelo de gestión y operación catastral a nivel
nacional, coordinar y concertar con los gestores catastrales habilitados y los municipios la
prestación del servicio público catastral para garantizar cubrimiento en todo el territorio nacional
y acompañar el desarrollo de la gestión catastral y el fortalecimiento de capacidades de los
gestores catastrales.

PARÁGRAFO 2o. Los gestores catastrales habilitados pueden solicitar al IGAC que evalúe y
autorice la devolución de la prestación del servicio público catastral y su deshabilitación como
gestores. Lo anterior, no es causal para extinguir los procesos adelantados por la SNR en
desarrollo de sus funciones de inspección, vigilancia y control.

PARÁGRAFO 3o. La prestación del servicio público catastral por parte de los gestores
catastrales es de naturaleza administrativa especial y se podrá prestar mediante convenios
interadministrativos y no generará el pago de IVA durante la vigencia de este Plan Nacional de
Desarrollo.

ARTÍCULO 44. FINANCIACIÓN DE LAS REGIONES ADMINISTRATIVAS Y DE
PLANIFICACIÓN RAP. Con el fin de complementar la financiación de las Regiones
Administrativas y de Planificación (RAP), adicional a lo contemplado en el artículo 32 de la Ley
1454 de 2011, la Nación podrá anualmente aportar recursos en calidad de transferencia no
condicionada y de libre destinación, de acuerdo con las disponibilidades presupuestales que se
incluyan en la ley anual del presupuesto. La distribución de estos recursos dependerá de los
criterios que establezca el Gobierno Nacional. El monto anterior aumentará anualmente en un
porcentaje igual al índice de Precios al Consumidor (IPC), del año inmediatamente anterior.

PARÁGRAFO. Los proyectos de inversión de las Regiones Administrativas y de Planificación
(RAP), que se financian con los recursos consagrados en el presente artículo, deberán tener
acompañamiento técnico del Departamento Nacional de Planeación (DNP).



ARTÍCULO 45. GESTIÓN CATASTRAL EN TERRITORIOS Y TERRITORIALIDADES
DE COMUNIDADES INDÍGENAS Y EN TERRITORIOS COLECTIVOS DE
COMUNIDADES NEGRAS, AFROCOLOMBIANAS, RAIZALES Y PALENQUERAS. Se
crearán e implementarán mecanismos y disposiciones especiales con enfoque intercultural para la
gestión catastral multipropósito en territorios y territorialidades de comunidades indígenas y en
territorios colectivos de comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, con el fin
de crear, modificar, adicionar o suprimir trámites, procesos, procedimientos, modelos, sistemas
de información y/o requisitos relacionados con el servicio público de la gestión catastral
conforme a un esquema diferencial regulado por el Gobierno Nacional, en concertación con los
pueblos indígenas y comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, a través de
sus estructuras representativas.

En la gestión del catastro multipropósito para territorios y territorialidades de los pueblos
indígenas y en territorios colectivos de comunidades negras, afrocolombianas, raizales y
palenqueras, los operadores catastrales para territorios formalizados serán operadores indígenas y
de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras pertenecientes al territorio a
intervenir catastralmente y podrán ser contratados de manera directa: Para los territorios no
formalizados, la operación catastral tendrá un enfoque intercultural y se coordinará con las
autoridades indígenas y de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras
respectivas.

El IGAC será el gestor catastral prevalente en los territorios y territorialidades de los pueblos
indígenas y en los territorios colectivos de comunidades negras, afrocolombianas, raizales y
palenqueras. En aquellos resguardos, reservas, territorios protegidos en los cuales con
anterioridad el gestor catastral no sea el IGAC, este acompañará, junto con las autoridades
indígenas y de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras
correspondientes, la implementación de la política de Catastro Multipropósito.

El Gobierno Nacional apropiará los recursos fiscales necesarios para garantizar la
implementación, idoneidad y adecuación de la política de catastro multipropósito en los
territorios y territorialidades indígenas y en los territorios colectivos de comunidades negras,
afrocolombianas, raizales y palenqueras. Las asignaciones que realice el Gobierno Nacional a
esta política atenderán lo dispuesto en el marco de gasto de mediano plazo del sector y de
acuerdo con las disponibilidades presupuestales.

PARÁGRAFO 1o. El Gobierno Nacional garantizará el fortalecimiento de capacidades técnicas,
operativas y de acceso a tecnologías a las estructuras de Gobierno propio de los pueblos
indígenas y de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras en materia de
operación catastral.

PARÁGRAFO 2o. Requisitos Especiales para la Gestión catastral en los territorios indígenas y
en los territorios colectivos de comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras. La
gestión catastral en todos los territorios indígenas y en los territorios colectivos de comunidades
negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras iniciará solo hasta que se expidan los o el
instrumento normativo especial para Pueblos Indígenas y para comunidades negras,
afrocolombianas, raizales y palenqueras, concertados en el marco de la consulta previa. Se



exceptúan de lo anterior, las disposiciones que aplican en los procesos actualmente en curso de
formalización, seguridad jurídica y acceso a tierras, y restitución de derechos territoriales de
Pueblos Indígenas y de comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras (como lo
son levantamientos topográficos, aclaraciones de área, cabidas y linderos), con el fin de que estos
no se detengan y sin que esto signifique la vulneración de las aspiraciones territoriales de los
Pueblos Indígenas y de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras o
reducción de los resguardos ni de los territorios colectivos.

ARTÍCULO 46. ADECUACIÓN INSTITUCIONAL DE LA POLÍTICA DE CATASTRO. El
Gobierno Nacional, en concertación con los pueblos y organizaciones indígenas y con las
comunidades negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras y campesinas realizará la
adecuación institucional de las entidades que hacen parte de la política de Catastro
multipropósito.

ARTÍCULO 47. ASPECTOS REGULATORIOS DEL SERVICIO PÚBLICO DE LA
GESTIÓN CATASTRAL. Sin perjuicio de las competencias establecidas en materia de
geografía, geodesia, cartografía y agrología, el IGAC en su condición de máxima autoridad
catastral es responsable de la regulación catastral únicamente para:

1. Expedir las normas técnicas y administrativas relacionadas con estándares, especificaciones y
lineamientos, métodos y procedimientos para el desarrollo de la gestión catastral.

2. Establecer las condiciones jurídicas, técnicas, operativas, tecnológicas, económicas y
financieras para la habilitación y contratación de gestores y lineamientos técnicos para la
contratación de operadores catastrales, considerando los insumos de las entidades del Gobierno
Nacional de acuerdo con su competencia.

3. Establecer las condiciones jurídicas, técnicas y administrativas requeridas para la
deshabilitación de gestores catastrales.

4. Establecer las condiciones para el registro de la información catastral en el SINIC o la
herramienta que haga sus veces, por parte de los gestores catastrales, incluyendo la Agencia
Nacional de Tierras (ANT) y otras entidades u organismos públicos del orden nacional que en
razón de sus funciones deban producir información física y jurídica a nivel predial.

5. Señalar la definición para la conformación y funcionamiento de la infraestructura Colombiana
de Datos Espaciales (ICDE).

6. Expedir el régimen de tarifas de los servicios y trámites de la gestión catastral, basado en
criterios de eficiencia, suficiencia financiera y sostenibilidad.

7. Las demás que señalen las leyes en la materia.

ARTÍCULO 48. EJECUCIÓN DE RECURSOS PARA LA GESTIÓN CATASTRAL. El



Gobierno Nacional y el IGAC pueden destinar recursos al Fondo Colombia en Paz o el que haga
sus veces, para ejecutar con cargo a este patrimonio autónomo los procesos de la gestión catastral
a su cargo en cualquier parte del territorio nacional en el marco de la implementación del
Acuerdo de Paz. El Fondo Colombia en Paz, mediante las subcuentas que se requieran para el
desarrollo de este objeto, también puede recibir recursos propios de las entidades territoriales y
entidades del nivel descentralizado, créditos de Banca Multilateral, recursos de cooperación
nacional o internacional, donaciones, entre otras.

El consejo directivo del IGAC debe establecer los requisitos y criterios de priorización de
entidades territoriales para el otorgamiento de la financiación o cofinanciación, así como los
principios orientadores para la ejecución de estos recursos, considerando las recomendaciones y
lineamientos que suministre el Consejo Superior para la Administración del Ordenamiento del
Suelo Rural o el que haga sus veces.

PARÁGRAFO. Los gastos asociados a la gestión catastral constituyen gastos de inversión, sin
perjuicio de los gastos de funcionamiento que requieran los gestores catastrales para desarrollar
sus funciones.

ARTÍCULO 49. REDUCCIÓN DE REZAGO DE AVALÚOS CATASTRALES A NIVEL
NACIONAL MEDIANTE ACTUALIZACIÓN MASIVA DE LOS VALORES REZAGADOS.
El Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) adoptará metodologías y modelos de
actualización masiva de valores catastrales rezagados, que permitan por una sola vez realizar un
ajuste automático de los avalúos catastrales de todos los predios del país, exceptuando aquellos
que hayan sido objeto de formación o actualización catastral durante los últimos cinco (5) años
previos a la expedición de la presente ley o cuyo proceso de formación o actualización esté en
desarrollo a la fecha de expedición, con el fin de contrarrestar la distorsión de la realidad
económica de estos, corregir inequidades en la carga tributaria y mejorar la planificación del
territorio.

PARÁGRAFO 1o. Los gestores catastrales deberán aplicar e incorporar este ajuste en sus
respectivas bases catastrales.

PARÁGRAFO 2o. El presente artículo es transitorio y una vez se haya cumplido lo dispuesto se
continuará con el procedimiento definido en la Ley 44 de 1990, modificada por la Ley 242 de
1995, o la que la modifique o sustituya.

PARÁGRAFO 3o. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Departamento Nacional de
Planeación coordinarán la elaboración de una propuesta de ley que permita poner límites al
crecimiento del Impuesto Predial Unificado derivado del reajuste del avalúo catastral, bajo los
principios de progresividad y fortalecimiento de las finanzas públicas territoriales. Hasta tanto se
expida la nueva ley, se mantendrá vigente lo dispuesto en la Ley 1995 de 2019.

PARÁGRAFO 4o. Los procesos de actualización catastral contratados por las entidades
territoriales que presenten inconsistencias técnicas reconocidas por los gestores catastrales,
podrán ser suspendidos de manera temporal por estos últimos. Las inconsistencias detectadas



deberán ser resueltas por el respectivo gestor catastral dentro del mes siguiente a su
reconocimiento. Lo anterior, sin perjuicio de las acciones que pueda adelantar la
Superintendencia de Notariado y Registro en ejercicio de sus funciones.

ARTÍCULO 50. Modifíquese el artículo 80 de la Ley 1955 de 2019, el cual quedará así:

Artículo 80. Gestión Catastral a Cargo de la Agencia Nacional de Tierras (ANT). La Agencia
Nacional de Tierras (ANT) en su calidad de gestor catastral especial, levantará los componentes
físico y jurídico del catastro, necesarios para los procesos de ordenamiento social de la propiedad
o los asociados al desarrollo de proyectos estratégicos del orden nacional priorizados por el
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, de acuerdo con regulación expedida por el Instituto
Geográfico Agustín Codazzi (IGAC).

La ANT como gestor catastral especial y las demás entidades u organismos productores de
información a nivel predial tendrán la facultad de incorporar la información levantada de manera
directa en el Sistema Nacional de Información Catastral (SINIC) o la herramienta que haga sus
veces conforme con las condiciones definidas por el IGAC. Así mismo, podrán adelantar los
procedimientos catastrales con efectos registrales, ordenando a los Registradores de Instrumentos
Públicos su inscripción.

PARÁGRAFO. En lo que respecta a los territorios y territorialidades indígenas y a los territorios
colectivos de comunidades negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras y campesinas las
atribuciones conferidas a la ANT en este artículo solo aplicarán para los procesos referidos a la
dotación, formalización, seguridad jurídica y protección de los mismos.

ARTÍCULO 51. Modifíquese el artículo 2o de la Ley 160 de 1994, el cual quedará así:

Artículo 2o. Créase el Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural como
mecanismo obligatorio de planeación, coordinación, ejecución, evaluación y seguimiento de las
actividades dirigidas a la materialización de la reforma agraria y la reforma rural integral,
desarrollando los mandatos y salvaguardas contenidas en el Acuerdo de Paz, con el fin de
mejorar la calidad de vida, garantizar los derechos territoriales y los planes de vida de los
trabajadores agrarios, y las personas, comunidades campesinas, comunidades negras,
afrocolombianas, raizales, palenqueras y pueblos indígenas; y proteger y promover la producción
de alimentos, sus economías propias y consolidar la paz con enfoque territorial.

El Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural estará conformado por los
subsistemas que se describen en el artículo siguiente y por las entidades cuya misionalidad está
relacionada con el desarrollo rural y representantes de las comunidades campesinas,
comunidades negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras y pueblos indígenas, quienes
deberán obrar con arreglo a las políticas gubernamentales, los principios que rigen el régimen
agrario y los mandatos constitucionales en la materia.

PARÁGRAFO. El Gobierno reglamentará la organización y funcionamiento del Sistema



Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural, garantizando la participación activa de los
pueblos indígenas, comunidades negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras, campesinas y la
consulta previa libre e informada cuando proceda.

ARTÍCULO 52. Modifíquese el artículo 4o de la Ley 160 de 1994, el cual quedará así:

Artículo 4o. El Sistema se compone de ocho subsistemas, con atribuciones y objetivos propios
debidamente coordinados entre sí. Su planificación deberá considerar las necesidades y los
intereses específicos de las mujeres campesinas, afrocolombianas e indígenas; así como las
garantías de los derechos territoriales de los pueblos indígenas y de las comunidades negras,
afrocolombianas, raizales y palenqueras. Cada subsistema será liderado por el Ministerio de
Agricultura y Desarrollo Rural en conjunto con una entidad adicional.

Tales subsistemas son:

1. De adquisición, adjudicación de tierras y de procesos agrarios para la reforma agraria, y
garantía de derechos territoriales de los campesinos, pueblos indígenas y de las comunidades
negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, coordinado por la Agencia Nacional de Tierras.
Las entidades territoriales también podrán participar en la cofinanciación con la ANT en la
compra de tierras en favor de quienes sean sujetos de la reforma agraria y la reforma rural
integral.

2. De delimitación, constitución y consolidación de zonas de reserva campesina, delimitación,
uso y manejo de playones y sabanas comunales y de organización y capacitación campesina
coordinado por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.

3. De ordenamiento territorial y solución de conflictos socioambientales para la reforma agraria,
respetando el derecho a la objeción cultural de los pueblos indígenas, y de las comunidades
negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, coordinado por el Ministerio de Agricultura y
Desarrollo Rural.

4. De acceso a derechos y servicios sociales básicos, infraestructura física, y adecuación de
tierras, coordinado por la entidad que la Presidencia de la República designe.

5. De investigación, asistencia técnica, capacitación, transferencia de tecnología y diversificación
de cultivos coordinado por el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación.

6. De estímulo a la economía campesina, familiar, comunitaria, de las economías propias
indígenas y de las economías de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y
palenqueras, comercialización y fomento agroindustrial, coordinado por el Ministerio de
Comercio, Industria y Turismo.

7. De crédito agropecuario y gestión de riesgos, coordinado por el Ministerio de Agricultura y



Desarrollo Rural.

8. De delimitación, constitución y consolidación de territorios indígenas y de territorios
colectivos de comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, delimitación, uso,
manejo y goce de los mismos, y fortalecimiento de la formación desde los saberes propios,
coordinado por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Para los fines del artículo 43 de
esta Ley, podrá contratarse con las estructuras propias de Gobierno indígena, de acuerdo con la
normatividad vigente.

En desarrollo de los planes, programas y actividades de los subsistemas a que se refiere este
artículo, el Gobierno garantizará la participación, la concertación y el diálogo social con los
distintos actores presentes en los territorios priorizados por la Reforma Rural Integral.

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural podrá convocar a las sesiones de los subsistemas
a entidades que no los integran de manera permanente, a los representantes de los pueblos
indígenas y a los <representantes de los>* gremios del sector cuando se considere relevante su
participación.

Notas del Editor

* Destaca el editor que en la versión publicada en el Diario Oficial se omitió la expresión
'representantes de los' contenida en el pdf original firmado.

ARTÍCULO 53. FORMALIZACIÓN DEL SAT. Créase el Sistema de Administración del
Territorio (SAT), como el conjunto de procesos, acuerdos interinstitucionales, marcos legales,
estándares, infraestructuras de datos y tecnologías que se requieren para facilitar la colaboración
armónica entre los distintos niveles de decisión pública, la participación de la ciudadanía, los
campesinos, los pueblos indígenas, las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y
palenqueras, y el uso de la información territorial en la toma de decisiones integrales y
coordinadas y la adecuada prestación de servicios al ciudadano relacionados con derechos,
restricciones y responsabilidades sobre la tenencia, uso, valor y desarrollo del territorio.

PARÁGRAFO 1o. El Gobierno Nacional, a través del Departamento Nacional de Planeación,
reglamentará el Sistema de Administración del Territorio en coordinación con los diferentes
niveles de Gobierno y la ciudadanía, en un término de dieciocho (18) meses desde la entrada en
vigencia de esta ley. El Departamento Administrativo de la Función Pública apoyará en la
definición del esquema de gobernanza del Sistema, y determinará los criterios de seguimiento y
evaluación de los procesos de entrega en el marco de la oferta institucional de las entidades que
compondrán el mismo, para la simplificación de los instrumentos de planificación del territorio.
Las asignaciones que realice el Gobierno Nacional a este Sistema atenderán lo dispuesto en el
Marco de Gasto de Mediano Plazo y de acuerdo con las disponibilidades presupuestales.

PARÁGRAFO 2o. El instrumento normativo que formaliza el SAT en lo que respecta a los
pueblos indígenas y a comunidades negras, afrocolombianas raizales y palenqueras, será objeto
de consulta previa en el marco de la jurisprudencia nacional sobre la materia.



PARÁGRAFO 3o. Después del primer año de funcionamiento del SAT, se presentará un
informe anual al Congreso de la República donde se mostrará el balance de su implementación.

ARTÍCULO 54. La Superintendencia de Notariado y Registro en el marco de la política
pública del Catastro con Enfoque Multipropósito como aporte a la salvaguarda del registro de la
propiedad inmobiliaria del país, la reforma rural integral y al cumplimiento de los objetivos de la
PAZ TOTAL deberá:

1. Realizar la intervención física de libros y antecedentes registrales consistente en la
conservación, digitalización, sistematización e indexación; así como la migración jurídica a un
sistema de información misional de la entidad y la depuración de secuenciales de todos los
Libros de Antiguo Sistema (LAS) durante el periodo de Gobierno.

2. Realizar el diseño y desarrollo de un sistema de información misional para que la
Superintendencia de Notariado y Registro pueda volver interoperable la información registral a
la que hace referencia el numeral anterior, ajustándose por el modelo de datos que defina el SAT,
a fin de que pueda integrarse con la información de las bases catastrales y mantenerse actualizada
en el repositorio de datos maestros (RDM), en la consolidación de la información del Catastro
Multipropósito.

3. Realizar la identificación y corrección de las inconsistencias existentes en la interrelación de
las bases registrales y catastrales, para que sirva de instrumento para la planificación y
ordenamiento del territorio, fortalecimiento de los fiscos municipales y la seguridad jurídica de la
propiedad inmobiliaria.

PARÁGRAFO. La información física catastral obtenida, en el marco de la gestión catastral con
enfoque multipropósito, tendrá efectos registrales.

SECCIÓN VI.

TENENCIA EN LAS ZONAS RURAL, URBANA Y SUBURBANA FORMALIZADA,
ADJUDICADA Y REGULARIZADA.

ARTÍCULO 55. CONCESIÓN FORESTAL CAMPESINA. Modo por medio del cual se
otorga el uso del recurso forestal y de la biodiversidad en los baldíos de la Nación, ubicados al
interior de las zonas de reserva de Ley 2 de 1959, y con acompañamiento del Estado, sin
perjuicio de los otros modos establecidos para el aprovechamiento forestal.

La concesión forestal campesina será de carácter persistente y tendrá por objeto conservar el
bosque con las comunidades, dignificando sus modos de vida, para lo cual se promoverá la
economía forestal comunitaria y de la biodiversidad, el desarrollo de actividades de
recuperación, rehabilitación y restauración y el manejo forestal sostenible de productos
maderables, no maderables y servicios ecosistémicos, respetando los usos definidos para las



zonas de reserva de la Ley 2 de 1959, con el fin de contribuir a controlar la pérdida de bosque en
los núcleos activos de deforestación y la degradación de ecosistemas naturales.

Los beneficiarios de la concesión forestal campesina serán las organizaciones campesinas,
familias campesinas asociadas, asociaciones de mujeres campesinas y organizaciones de
personas que han ingresado a los modelos de la justicia transicional, en el marco del Acuerdo
Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera
firmado en 2016 y la política de paz total de la Ley 2272 de 2022, con criterio de arraigo
territorial y en condiciones de vulnerabilidad, que se encuentren al interior de las zonas de
reserva de Ley 2a de 1959, y se comprometan con la conservación del bosque y la no
deforestación.

Las concesiones forestales campesinas se otorgarán por un plazo de hasta treinta (30) años
prorrogables, por el término inicialmente otorgado, siempre que los beneficiarios cumplan con la
resolución por medio de la cual se le otorgó la concesión forestal campesina y con los
lineamientos y la normativa ambiental vigente.

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, además de lo señalado por los artículos 61 y
62 del Decreto Ley 2811 de 1974, fijará los requisitos y condiciones para el otorgamiento y el
seguimiento a las concesiones forestales campesinas, incluyendo los criterios que demuestren el
arraigo territorial y las condiciones de vulnerabilidad, para lo cual deberá expedir la
reglamentación pertinente dentro del año siguiente a la promulgación de la presente ley.

PARÁGRAFO 1o. La concesión forestal campesina será tramitada previo acuerdo de
conservación y planificación ambiental participativa, entre las entidades del Sistema Nacional
Ambiental y las comunidades, en las zonas para la contención de la deforestación, las cuales
serán priorizadas por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, identificados mediante
el Sistema de Monitoreo de Bosques y Carbono. La concesión a que hace referencia este artículo
se otorgará sin perjuicio del régimen de sustracciones de áreas de reserva forestal consagrada en
el Decreto Ley 2811 de 1974 y demás normas que lo reglamentan, modifiquen o deroguen.

PARÁGRAFO 2o. La Corporación Autónoma Regional competente o quien haga sus veces
otorgará la concesión forestal campesina por acto administrativo motivado, previo concepto del
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, el cual además llevará un registro de las
concesiones forestales campesinas otorgadas en un sistema de consulta pública.

PARÁGRAFO 3o. La Corporación Autónoma Regional competente o quien haga sus veces
tendrá la facultad de declarar la caducidad de la concesión forestal campesina en los siguientes
casos:

a) En caso de incumplimiento de las condiciones establecidas en el plan de manejo, acorde con
lo definido en la concesión forestal campesina.

b) La cesión del derecho al uso del recurso, hecha a terceros sin autorización del concedente.

c) El destino de la concesión forestal campesina para uso diferente al señalado en la resolución



que la otorgó.

d) El incumplimiento reiterado de las obligaciones derivadas de la resolución de otorgamiento
y/o de las normas ambientales, salvo fuerza mayor debidamente comprobada, siempre que el
interesado de aviso dentro de los quince días (15) siguientes al acaecimiento de la misma.

e) No hacer uso de la concesión forestal campesina durante dos (2) años continuos.

f) Las demás que expresamente se consignen en la resolución por medio de la cual se otorga la
concesión forestal campesina y las establecidas en el Decreto Ley 2811 de 1974 que le sean
aplicables.

PARÁGRAFO 4o. En los casos donde confluyan las figuras de otorgamiento de derechos de uso
sobre los baldíos inadjudicables de la Nación y la concesión forestal campesina en las zonas de
reserva de Ley 2a de 1959, la reglamentación será definida coordinadamente entre el Ministerio
de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Sin
perjuicio del otorgamiento de los derechos de uso sobre los baldíos de la Nación inadjudicables
de competencia de la autoridad de tierras, la Corporación Autónoma Regional competente o
quien haga sus veces, podrá otorgar la concesión forestal campesina a que hace referencia este
artículo.

PARÁGRAFO 5o. Lo dispuesto en este artículo no tendrá aplicación cuando se trate de
territorios y territorialidades indígenas conforme a la normativa vigente. En la identificación,
caracterización y georreferenciación del área de interés para la concesión, el Ministerio de
Ambiente y Desarrollo Sostenible o quien haga sus veces, deberá articular con la
institucionalidad y autoridades indígenas la identificación de los territorios y territorialidades
indígenas en zonas de Ley 2a de 1959.

No se realizarán concesiones en las áreas de interés donde existan solicitudes ante la autoridad
competente con pretensiones de constitución, reestructuración, ampliación y saneamiento de
resguardos indígenas y en los territorios y territorialidades indígenas que se encuentren inscritos
en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente.

PARÁGRAFO 6o. En los territorios colectivos de las comunidades negras, afrocolombianas,
raizales y palenqueras, no se otorgarán las concesiones forestales campesinas de que trata el
presente artículo, teniendo en cuenta su autonomía territorial y sus derechos colectivos.

ARTÍCULO 56. Adiciónese el artículo 91A a la Ley 1448 de 2011, así:

Artículo 91A. Reconocimiento a Segundos Ocupantes y Medidas. Los jueces de la República en
aplicación del enfoque de acción sin daño en el marco del proceso de restitución de tierras de la
presente ley, reconocerán la calidad de segundo ocupante a quien tenga condiciones de
vulnerabilidad socioeconómica y ejerza una relación material y/o jurídica de propiedad, posesión
u ocupación permanente con un predio objeto de restitución, de la cual se deriven sus medios de



subsistencia y/o tenga una relación de habitación; que no tenga o haya tenido nexos directos o
indirectos con los hechos que dieron lugar al despojo o abandono forzoso y que la relación con el
predio se haya dado antes de la diligencia de comunicación de la que trata el artículo 76 de la
presente ley. Las medidas que se podrán reconocer en la sentencia deberán atender los principios
de sostenibilidad, efectividad y carácter transformador de la restitución de tierras, así como el
enfoque de género, y comprenderán: i) acceso a tierras, ii) proyectos productivos, iii) gestión de
priorización para el acceso a programas de subsidio de vivienda, y iv) traslado del caso para la
formalización de la propiedad rural. Estas medidas no podrán poner en riesgo la sostenibilidad
fiscal de la política de restitución de tierras como tampoco ir en contra de lo establecido en el
Marco de Gasto de Mediano Plazo y Marco Fiscal de Mediano Plazo vigente.

Las medidas contempladas en el presente artículo se aplicarán por una sola vez y por núcleo
familiar para quienes tengan relación con el predio objeto de restitución, la cual deberá ser
anterior a la macro focalización de la zona intervenida, reconocidos como tal en las providencias
judiciales de restitución de tierras.

PARÁGRAFO. Cuando los jueces de la República ordenen a la Unidad Administrativa Especial
de Gestión de Restitución de Tierras realizar caracterización socioeconómica, esta se realizará
por una sola vez a los habitantes del predio, conforme la metodología que defina dicha Unidad.

ARTÍCULO 57. Modifíquese el numeral 1 del artículo 4o del Decreto Ley 902 de 2017, el
cual quedará así:

Artículo 4o. Sujetos de Acceso a Tierra y Formalización a Título Gratuito

(...)

1. No poseer un patrimonio neto que supere las mil trescientas sesenta y siete coma cincuenta y
cuatro (1.367,54) Unidades de Valor Tributario (UVT) al momento de participar en el programa
de acceso a tierras.

Notas de Vigencia

- A partir del 1 de enero de 2024 las referencias en salarios mínimos o en valores en UVT,
deberán ser calculados con base en su equivalencia en términos de la Unidad de Valor Básico
(UVB) conforme lo dispuesto en el artículo 313 de la Ley 2294 de 2023 -'por el cual se
expide el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida”',
publicada en el Diario Oficial No. 52.400 de 19 de mayo de 2023-.

(...)

ARTÍCULO 58. Modifíquese el numeral 1 del artículo 5o del Decreto Ley 902 de 2017, el
cual quedará así:

Artículo 5o. Sujetos de Acceso a Tierra y Formalización a Título Parcialmente Gratuito.



(...)

1. Poseer un patrimonio neto que supere las mil trescientas sesenta y siete coma cincuenta y
cuatro (1.367,54) Unidades de Valor Tributario (UVT) y que no exceda de diecinueve mil ciento
cuarenta y cinco coma cincuenta y dos (19.145,52) Unidades de Valor Tributario (UVT) al
momento de participar en el programa de acceso a tierras.

Notas de Vigencia

- A partir del 1 de enero de 2024 las referencias en salarios mínimos o en valores en UVT,
deberán ser calculados con base en su equivalencia en términos de la Unidad de Valor Básico
(UVB) conforme lo dispuesto en el artículo 313 de la Ley 2294 de 2023 -'por el cual se
expide el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida”',
publicada en el Diario Oficial No. 52.400 de 19 de mayo de 2023-.

(...)

ARTÍCULO 59. Modifíquese el artículo 7o del Decreto Ley 902 de 2017, el cual quedará así:

Artículo 7o. Contraprestación por Asignación de Derechos de Propiedad. Los sujetos de acceso a
tierra a título parcialmente gratuito deberán asumir un porcentaje del valor del inmueble
adjudicado, contraprestación que tendrá como único fin la financiación del Fondo de Tierras,
contribuyendo a la compra directa de tierras para efectos del cumplimiento del Acuerdo de Paz.

La contraprestación acá definida solo aplicará a los programas de acceso a tierra en la modalidad
de asignación de derechos, la cual comprende las adjudicaciones de tierras adelantadas por la
Agencia Nacional de Tierras, en los que se realiza entrega material de los predios y la expedición
de los respectivos títulos de propiedad a beneficiarios que no las ocupaban previamente.

El Gobierno Nacional definirá el porcentaje del valor del inmueble a reconocerse como
contraprestación, para lo cual se tendrá en cuenta, entre otros criterios, la vulnerabilidad de los
sujetos.

PARÁGRAFO 1o. Los sujetos de acceso a tierra a título parcialmente gratuito, para efectos de
cubrir la contraprestación de que trata el inciso primero de este artículo, podrán acceder a la línea
de crédito especial de tierras establecida en el artículo 35 del presente Decreto Ley.

PARÁGRAFO 2o. Para efectos de la formalización de predios privados, la contraprestación a
cargo del sujeto de formalización corresponderá al valor de los gastos notariales, procesales o
cualquier otro en que se incurra para la efectiva formalización.

PARÁGRAFO 3o. Para efectos de las garantías de los derechos territoriales de los pueblos y
comunidades indígenas, no procederá ningún tipo de contraprestación en relación con los



respectivos procedimientos.

ARTÍCULO 60. Modifíquese el numeral 4 del artículo 5o de la Ley 139 de 1994, el cual
quedará así:

Artículo 5o. Condiciones para el Otorgamiento.

(...)

4. Presentar los documentos que comprueben que el beneficiario del incentivo es propietario,
arrendatario, usufructuario, comodatario, tenedor, locatario o cualquier otra posición jurídica que
de cuenta de un vínculo directo soportado documentalmente sobre el inmueble en el cual se va a
efectuar la plantación. Cuando se trate de un arrendatario, usufructuario, comodatario, tenedor,
locatario o cualquier otra posición jurídica que de cuenta de un vínculo directo soportado
documentalmente sobre el inmueble en el cual se va a efectuar la plantación; el contrato o
cualquier documento probatorio debe incluir como objeto de este, el desarrollo del Plan de
Establecimiento y Manejo Forestal que debe someterse a aprobación y su término deberá ser
igual al necesario para el cumplimiento del Plan. Una vez otorgado el Certificado de Incentivo
Forestal, el término del contrato no podrá rescindirse por la persona o personas que sucedan, a
cualquier título, al propietario que lo haya celebrado.

(...)

ARTÍCULO 61. MECANISMOS PARA FACILITAR Y DINAMIZAR LOS PROCESOS
DE COMPRA DE TIERRAS POR OFERTA VOLUNTARIA. En el marco del procedimiento de
compra por oferta voluntaria de tierras, que se destinarán al fondo de tierras a cargo de la
Agencia Nacional de Tierras (ANT), podrán adelantarse las siguientes medidas:

1. Saneamiento para la compra de tierras. En los eventos en que la ANT, en el marco de sus
funciones, adquiera inmuebles por negociación directa, operará a su favor el saneamiento sobre
la existencia de limitaciones, gravámenes, afectaciones o medidas cautelares que impidan el uso,
goce y disposición plena del predio, incluso, las que surjan con posterioridad al proceso de
adquisición. Lo anterior, sin perjuicio de las acciones indemnizatorias que procedan según la ley.
En caso de ser necesario, con cargo al precio de compra del inmueble, se asumirán las
obligaciones causadas, tales como servicios públicos, obligaciones tributarias del orden nacional
y territorial, valorización y otras que recaigan sobre los inmuebles objeto de compra.

El saneamiento previsto en el inciso anterior no operará en perjuicio de la presunción de bien
baldío prevista en la Ley 160 de 1994. Así mismo, no operará cuando: i) se presente despojo por
el conflicto armado, en términos de la ley 1448 de 2011 y los Decretos Ley 4633, 4634 y 4635 de
2011; ii) existan medidas o limitaciones asociadas a procesos de restitución de tierras, conforme
lo prescrito por la Ley 1448 de 2011; iii) existan medidas de protección de conformidad con lo
previsto en la Ley 387 de 1997; y iv) se estén adelantando procesos de clarificación de la
propiedad, extinción del dominio por incumplimiento de la función social y ecológica de la



propiedad, deslinde y recuperación de baldíos de que trata la Ley 160 de 1994.

Sobre las tierras que pretenda adquirir la ANT se debe acreditar propiedad privada de
conformidad con lo previsto en el artículo 48 de la Ley 160 de 1994, se debe cumplir con las
normas ambientales y agrarias, y deben estar en posesión de sus propietarios o del administrador
del Frisco.

2. Compra directa de tierras al Frisco. La ANT podrá adquirir de manera directa:

a) Inmuebles rurales no sociales con medidas cautelares dentro del proceso de extinción de
dominio, bajo la figura de enajenación temprana, o cualquier otro mecanismo que establezca la
ley. En los eventos en los que se hubiera constituido reserva técnica, o se hubiere pagado el valor
de venta y siempre que sea declarada la extinción de dominio, estos serán reintegrados en su
totalidad al Fondo de Tierras.

b) Inmuebles rurales propiedad de personas jurídicas incursas en procesos de liquidación y con
medidas cautelares dentro del proceso de extinción de dominio, bajo el mecanismo de
enajenación temprana, de conformidad con lo establecido en el artículo 93 de la Ley 1708 de
2014.

Los predios deberán ser adquiridos por el precio base de venta definido en el avalúo comercial
vigente al momento de la venta. El producto de la venta de estos bienes estará destinado a
cancelar las deudas a cargo de la sociedad, respetando el proceso de liquidación, sus etapas y las
prelaciones legales.

c) Inmuebles rurales propiedad de personas jurídicas incursas en procesos de liquidación y sobre
las que se declare la extinción de dominio, conforme lo establecido en el inciso segundo del
artículo 105 de la Ley 1708 de 2014.

Los predios deberán ser adquiridos por el precio base de venta definido en el avalúo comercial
vigente al momento de la venta. El producto de la venta de estos bienes estará destinado a
cancelar las deudas a cargo de la sociedad, respetando el proceso de liquidación, sus etapas y las
prelaciones legales.

3. Compra directa de tierras al Fondo de Reparación de Víctimas. La ANT podrá adquirir de
manera directa los inmuebles rurales del Fondo para la Reparación de las Víctimas susceptibles
de comercialización, de que trata el artículo 54 de la Ley 975 de 2005, los cuales serán
adquiridos por el monto fijado mediante avalúo comercial vigente.

Cuando se trate de inmuebles rurales vinculados a acciones de extinción del derecho de dominio
en curso, la ANT los podrá adquirir tempranamente por el precio base de venta definido en el
avalúo comercial vigente al momento de la venta. Para ello se aplicará el mecanismo de
adquisición temprana establecido a continuación:



a) La Unidad Administrativa para la Reparación Integral de las Víctimas, en su condición de
administradora del Fondo para la reparación de las Víctimas, podrá aplicar su reglamento interno
para la enajenación de inmuebles rurales vinculados a acciones de extinción de dominio, siempre
y cuando el comprador sea la ANT.

b) Una vez el inmueble sea vendido a la ANT, el administrador del Fondo para la Reparación de
las Víctimas deberá informar a la autoridad judicial que conoce del proceso de extinción de
dominio.

c) Con los dineros producto de la venta, el administrador del Fondo para la Reparación de las
Víctimas constituirá una reserva técnica del treinta por ciento (30%), destinada a cumplir las
órdenes judiciales de devolución que recaigan sobre los inmuebles objeto de venta.

4. Transferencia directa por parte de otras entidades públicas. La ANT podrá adquirir, de manera
directa, bienes inmuebles rurales de propiedad de las entidades públicas que cumplan con las
condiciones para la implementación de programas de dotación de tierras.

Las entidades de derecho público podrán realizar la transferencia a título gratuito. En estos casos,
la transferencia puede condicionar que la ANT comprometa la inversión de recursos. Estos
recursos se destinarán a la compra de inmuebles para nuevas adjudicaciones, la adecuación de
los bienes transferidos o su saneamiento.

5. Identificación, priorización y compra de predios para la Reforma Rural Integral. Con el
propósito de identificar predios idóneos para la reforma rural integral, el Ministerio de
Agricultura y Desarrollo Rural (MADR), con el apoyo de la Unidad de Planificación Rural
Agropecuaria (UPRA), adelantará análisis prediales a través de la consulta de información
pública, plataformas institucionales, capas geográficas, uso de las tecnologías de la información
y demás métodos indirectos. El análisis identificará los predios con áreas superiores a dos (2)
Unidades Agrícolas Familiares (UAF), calculadas por la metodología de Zonas Relativamente
Homogéneas. Los predios que cumplan con las condiciones anteriormente referidas constituirán
la base para definir núcleos territoriales para su intervención prioritaria.

El MADR remitirá la información de los núcleos territoriales priorizados a la Agencia Nacional
de Tierras (ANT), con el propósito de que esta entidad proceda a la identificación de predios
idóneos para la Reforma Rural Integral, y posterior aplicación del procedimiento de compra por
oferta voluntaria.

En aquellos casos en los que los propietarios no procedan a la venta, la ANT adelantará el
análisis de la explotación económica del predio, requiriendo a su propietario por una única vez,
para que proceda a la enajenación de aquellas áreas que no se encuentren bajo aprovechamiento
económico y que excedan la extensión de la UAF.

Cuando el propietario no acceda a la enajenación, la ANT aplicará los procedimientos agrarios a
los que haya lugar.



De manera simultánea, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) priorizará la
actualización catastral en las zonas definidas por el MADR, a partir de la metodología que el
Instituto defina para tal fin. En las áreas restantes de los municipios, el IGAC adelantará la
actualización catastral de manera progresiva. Los gestores catastrales deberán aplicar e
incorporar dicha modificación en sus respectivas bases catastrales.

6. Procedimientos de la autoridad de tierras que deberán ser resueltos en fase administrativa. Para
los asuntos de que trata los numerales 4, 5 y 7 del artículo 58 del Decreto Ley 902 de 2017, la
Agencia Nacional de Tierras (ANT), mediante acto administrativo fundamentado en el informe
técnico-jurídico definitivo y demás pruebas recaudadas, tomará la decisión de fondo que
corresponda.

En firme dicho acto administrativo, la ANT procederá a su radicación en la Oficina de Registro
de Instrumentos Públicos del círculo donde se encuentra el predio, con el fin de que se realice el
respectivo registro en el folio de matrícula inmobiliaria.

Los particulares que aduzcan tener derechos reales sobre los predios sometidos a los asuntos
indicados, podrán ejercer únicamente la acción de nulidad agraria de que trata el artículo 39 de
dicho decreto.

Dicha acción operará como control judicial frente al acto administrativo en el que se toma la
decisión de fondo. Para su interposición, el accionante contará con un término de tres (3) años,
contados a partir de la fecha de inscripción del acto administrativo en el folio de matrícula
inmobiliaria. Esta acción podrá interponerse directamente, sin necesidad de haber agotado los
recursos contra el acto administrativo.

En los eventos en los que el juez disponga la suspensión provisional del acto administrativo en el
marco de la acción de nulidad agraria, la ANT podrá disponer del inmueble conforme a sus
competencias legales, siempre y cuando constituya una reserva destinada a cumplir las órdenes
judiciales que se puedan dar en favor de los accionantes. Dicha reserva podrá ser constituida con
recursos de su presupuesto, vehículos financieros públicos y/o cuentas especiales de la Nación.

Los procedimientos especiales agrarios que hubiesen pasado a etapa judicial, empero no hayan
surtido la fase probatoria en dicha instancia, podrán ser reasumidos, mediante acto
administrativo, por la Agencia Nacional de Tierras y tramitarse atendiendo las disposiciones acá
contenidas.

PARÁGRAFO 1o. En los mecanismos de compra previstos en los numerales 2, 3 y 4 del
presente artículo, la ANT tendrá la primera opción de compra.

PARÁGRAFO 2o. Los literales a y b del numeral 2 del presente artículo constituyen supuestos
adicionales a las reglas aplicables para la enajenación temprana, previstos en la legislación
vigente.

PARÁGRAFO 3o. El numeral 6 del presente artículo deroga el inciso segundo del artículo 39, el



numeral 2 del artículo 60, el inciso segundo del artículo 61, el artículo 75 y el inciso tercero del
artículo 76, solo en lo que respecta a los asuntos de que trata los numerales 4, 5 y 7 del artículo
58 del Decreto Ley 902 de 2017; y las demás normas procedimentales que contradigan su
contenido.

PARÁGRAFO 4o. El cumplimiento de lo dispuesto en este artículo estará sujeto al Marco Fiscal
de Mediano Plazo, el Marco de Gasto de Mediano Plazo del correspondiente sector y a las
disponibilidades presupuestales.

ARTÍCULO 62. PROCEDIMIENTO DE COMPRA POR OFERTA VOLUNTARIA.
Cuando se trate de adquisición de predios por negociación directa, la Agencia Nacional de
Tierras (ANT) adelantará el procedimiento compuesto por las siguientes etapas:

1. Etapa preliminar. La etapa preliminar, a su vez, comprende las siguientes fases:

a) Recepción de la solicitud. La ANT recibirá, por el medio que disponga, solicitudes contentivas
de voluntad de venta por parte de personas naturales o jurídicas.

La persona natural o jurídica que pretenda la venta de un predio suministrará los siguientes
datos:

i. Precio.

ii. Número de folio de matrícula inmobiliaria.

iii. Demás información con la que se cuente respecto del predio.

iv. Nombre, razón social e identificación de la persona natural o jurídica.

b) Verificación de la información del predio. La ANT deberá determinar, a través de la consulta
de información pública, plataformas de consultas institucionales, capas geográficas,
interoperabilidad, uso de las tecnologías de la información y demás métodos indirectos, el cruce
del predio objeto de trámite con posibles restricciones y/o condicionantes que restrinjan la
potencial adjudicación. Con tal fin, de manera excepcional, consultará a las autoridades
competentes, quienes deberán resolver la solicitud en el término máximo de cinco (5) días
hábiles contados a partir de su recepción.

La ANT adelantará la verificación de la destinación, el uso, la identificación físico-catastral del
predio, naturaleza jurídica y demás información requerida, a partir de métodos indirectos.
Excepcionalmente, podrá practicar una visita al predio, con el fin de recoger o complementar
dicha información.

c) Presentación de la oferta. En aquellos casos en los que la ANT concluya la viabilidad técnico-



jurídica del predio, deberá informar de tal situación al solicitante, con el fin de que este, dentro
de los siguientes cinco (5) días, presente la oferta en los términos del artículo 845 del Código de
Comercio.

En aquellos casos en los que el predio no sea viable técnica o jurídicamente, tal situación deberá
ser informada al solicitante, culminando así el procedimiento.

d) Avalúo comercial. Una vez recibida la oferta, la ANT solicitará la elaboración del respectivo
avalúo comercial.

El avalúo comercial podrá ser elaborado por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), o
quien haga sus veces o cualquier persona natural o jurídica de carácter privado, que se encuentre
inscrito en el registro abierto de avaluadores y autorizada por lonja de propiedad raíz. Para
efectos de la elaboración de avalúos comerciales, se dará aplicación a los criterios, parámetros y
metodologías definidas por el IGAC y normativa vigente en materia de avalúos.

PARÁGRAFO 1o. En aquellos casos en los que se priorice una zona para la compra de predios
por parte del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, la ANT solicitará la elaboración de
avalúos de referencia por metodologías de valoración masiva o por zonas homogéneas
geoeconómicas, de acuerdo con la regulación técnica establecida por el IGAC. Cuando se genere
un incremento en el valor del suelo, al avalúo comercial al que se refiere el inciso anterior, se le
descontará el mayor valor generado por la priorización.

PARÁGRAFO 2o. En aquellos casos en los que el <donde el> precio contenido en la oferta sea
inferior al avalúo comercial, el precio será aquel, siempre y cuando no se constituya lo
establecido en el artículo 1947 del Código Civil.

Notas del Editor

Destaca el editor que el texto de este parágrafo 2 del pdf original firmado, dice: 'En aquellos
casos donde el precio ...'.

2. Etapa inicial. La etapa inicial, a su vez, comprende las siguientes fases:

a) Oficio de aceptación de la oferta o intención de compra. En aquellos casos en los que se esté
bajo los supuestos de hecho determinados en el parágrafo 2o de la fase anterior, la ANT,
mediante oficio, deberá informar al oferente la aceptación de la oferta.

Para los casos en los que la oferta sea superior al avalúo comercial o se presente la situación
contemplada en el parágrafo 1o de la fase anterior, la ANT deberá, mediante oficio, informar la
intención de compra por el valor determinado.

b) Aceptación o rechazo de la intención de compra. El oferente, en el término de diez (10) días,
deberá radicar comunicación en la que acepte o rechace la intención de compra presentada por la
ANT. Asimismo, puede objetar el avalúo comercial.



c) Resolver objeciones. En caso de que el oferente presente objeciones respecto al avalúo
comercial, la ANT evaluará la pertinencia de estas y, de ser el caso, dará traslado al avaluador
para que sea atendida la objeción. Las objeciones al avalúo inicial, o su actualización, serán
diligenciadas por peritos diferentes a los que hubiesen intervenido con anterioridad.

La ANT le comunicará al oferente la respuesta proferida respecto a la objeción presentada. El
oferente, dentro de los cinco (5) días siguientes, deberá aceptar o rechazar la oferta.

En caso de rechazo, se entenderá culminado el procedimiento.

Notas del Editor

- Destaca el editor que el texto de este inciso del pdf original firmado, publicado en
Presidencia, dice: 'En caso de rechazo se entenderá culminando el procedimiento'.

d) Entrega anticipada. Aceptada la oferta, las partes podrán pactar entrega material anticipada.

3. Etapa de cierre. La etapa de cierre, a su vez, comprende las siguientes fases:

a) Saneamiento. En caso de ser necesario, se dará aplicación al saneamiento para la compra de
predios establecido en la presente ley.

Las medidas de saneamiento serán decretadas por la ANT mediante acto administrativo sujeto a
registro.

b) Otorgamiento de la escritura pública e inscripción en la ORIP. Otorgada la escritura pública
por parte de la respectiva notaría, la ANT, en un término no mayor de diez (10) días, deberá
remitirla a la correspondiente Oficina de Registro de Instrumentos Públicos (ORIP) para su
inscripción.

Las escrituras públicas soportadas en el levantamiento topográfico, plano y descripción técnica
de linderos, tendrán efectos catastrales y registrales. Las oficinas de registro de instrumentos
públicos inscribirán las modificaciones de área y los* linderos, de conformidad con lo señalado
en la escritura pública y sus anexos.

Notas del Editor

* Destaca el editor que el texto de este inciso del pdf original firmado, publicado en
Presidencia, dice: 'Las escrituras públicas soportadas en el levantamiento topográfico, plano y
descripción técnica de linderos, tendrán efectos catastrales y registrales. Las oficinas de
registro de instrumentos públicos inscribirán las modificaciones de área y/o  linderos, de
conformidad con lo señalado en la escritura pública y sus anexos'.

c) Desembolso del pago. El pago del precio se realizará en estricto orden cronológico de
perfeccionamiento del negocio jurídico conforme a la Disponibilidad Presupuestal.



d) Ingreso al Fondo de Tierras. Recibido materialmente el predio, la ANT procederá con el
ingreso del predio al Fondo de Tierras.

ARTÍCULO 63. Adiciónese un inciso 2o al parágrafo 2o del artículo 93 de la Ley 1708 de
2014, así:

Artículo 93. Enajenación Temprana, Chatarrización, Demolición y Destrucción.

(...)

La Sociedad de Activos Especiales (SAE) podrá enajenar tempranamente en favor de la Agencia
Nacional de Tierras (ANT) o quien haga sus veces, como primera opción, los inmuebles rurales
sociales que no sean necesarios para el giro ordinario de los negocios sociales, que no se
requieran para la aplicación de la metodología de valoración prevista en el artículo 92 de esta ley,
y se requieran para reforma rural integral. En este caso, el administrador del Frisco constituirá
una reserva técnica del cincuenta por ciento (50%) del valor comercial, porcentaje que podrá ser
pagado por la ANT con recursos de su presupuesto, vehículos financieros públicos y/o a través
de cuentas especiales del Estado, y pagará el restante a la administradora del Frisco, que
destinará bajo los lineamientos del artículo 91 de la presente ley.

(...)

ARTÍCULO 64. OBLIGACIONES CONTINGENTES FRISCO-ANT. El Gobierno Nacional,
a través del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, realizará las apropiaciones
presupuestales en el servicio de deuda de la Agencia Nacional de Tierras (ANT), en el monto
requerido anualmente por esta entidad y con destino al Fondo de Contingencias de Entidades
Estatales, de conformidad con la Ley 448 de 1998. Lo anterior, con el propósito de cubrir las
obligaciones contingentes derivadas de los procesos judiciales de extinción de dominio sobre los
bienes inmuebles rurales sociales o no sociales, que hayan sido calificados como estratégicos
para el desarrollo y materialización de la reforma agraria. Dicha apropiación no computará en el
marco de gasto de la entidad.

La Agencia Nacional de Tierras valorará su Pasivo Contingente derivado de los procesos
judiciales de extinción de dominio sobre los bienes inmuebles rurales sociales o no sociales
mencionado anteriormente, y con base en dicha valoración determinarán el Plan de Aportes al
Fondo de Contingencias de las Entidades Estatales. La Dirección General de Crédito Público y
Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público aprobará las valoraciones de los
pasivos contingentes judiciales. Dichos aportes podrán acreditarse en función de la reserva
técnica requerida por Frisco, producto de la enajenación temprana conforme lo contemplado por
la Ley 1708 de 2014. El Gobierno Nacional reglamentará la metodología de cálculo de dichos
aportes, su ejecución y la forma en que serán solicitados para el pago a los afectados de los
procesos de enajenación temprana a que hace referencia este artículo.

CAPÍTULO III.



SEGURIDAD HUMANA Y JUSTICIA SOCIAL.

SECCIÓN I.

HACIA UN SISTEMA DE PROTECCIÓN SOCIAL CON COBERTURA UNIVERSAL DE
RIESGOS. CUIDADO COMO PILAR DEL BIENESTAR.

ARTÍCULO 65. SISTEMA DE TRANSFERENCIAS. Créese el Sistema de Transferencias
bajo la dirección y coordinación del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social
como el conjunto de políticas, programas, planes, proyectos y actores, orientados a la entrega de
transferencias monetarias y transferencias en especie.

Las transferencias tienen como finalidad, por una parte, apoyar a la población en situación de
pobreza y vulnerabilidad, derivada de situaciones adversas provocadas por la materialización de
riesgos sociales; de riesgos económicos, o por desastres naturales o epidemiológicos:

El Sistema de Transferencias está integrado por las siguientes modalidades de transferencias:

1. Transferencia monetaria. Consiste en la entrega de transferencias monetarias condicionadas y
no condicionadas de* los hogares en situación de pobreza, pobreza extrema y vulnerabilidad
socioeconómica, con la finalidad de aportar a la superación de la pobreza, promover la movilidad
social y fortalecer el trabajo comunitario.

Notas del Editor

* Destaca el editor que el texto de este inciso del pdf original firmado, publicado en
Presidencia, dice: 'Consiste en la entrega de transferencias monetarias condicionadas y no
condicionadas a los hogares en situación de pobreza, pobreza extrema y vulnerabilidad
socioeconómica, con la finalidad de aportar a la superación de la pobreza, promover la
movilidad social y fortalecer el trabajo comunitario.'.

Concordancias

Decreto Ley 1960 de 2023

Ley 2294 de 2023; Art. 68

2. Transferencia en especie. Consiste en la entrega de recursos en especie para garantizar el
derecho humano a la alimentación de la población en situación de pobreza y pobreza extrema,
con enfoque de derechos, y con participación de las economías popular y comunitarias, y la
agricultura campesina, familiar y comunitaria.

PARÁGRAFO 1o. El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social tendrá la facultad
de diseñar, definir, regular, ejecutar, realizar seguimiento y evaluación a los programas del
sistema, así como reglamentar su operación, funcionamiento, criterios de ingreso, permanencia y
salida así como la concurrencia que pueda existir con los diferentes programas que administra el
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, de acuerdo con las prioridades del Plan



Nacional de Desarrollo, los objetivos en términos de superación de pobreza, los lineamientos del
Gobierno Nacional y los que determine la Mesa de Equidad. En todo caso el sistema de
transferencias monetarias procurará* la focalización adecuada de las diferentes modalidades del
sistema, con el propósito de reducir la pobreza y la desigualdad de los ingresos.

Notas del Editor

* Destaca el editor que el texto del aparte final de este inciso del pdf original firmado,
publicado en Presidencia, dice: '(...) En todo caso el sistema de transferencias monetarias
propenderá por la focalización adecuada de las diferentes modalidades del sistema, con el
propósito de reducir la pobreza y la desigualdad de los ingresos. '.

PARÁGRAFO 2o. El sistema de transferencias contará con un acompañamiento que, por un
lado, promueva el fortalecimiento de capacidades y el acceso prioritario y preferente a la oferta
social del Estado, y, por el otro, apoye el trabajo comunitario de conformidad con las
necesidades de los participantes de los programas en los términos que defina el Departamento
Administrativo para la Prosperidad Social y de conformidad con lo establecido en el artículo 211
de la Ley 1955 de 2019.

Concordancias

Decreto Ley 1960 de 2023; Art. 2

PARÁGRAFO 3o. El Gobierno Nacional proveerá anualmente los recursos para atender los
costos de los programas del Sistema de Transferencias, de acuerdo con las disponibilidades
presupuestales, el Marco Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gasto de Mediano Plazo.

PARÁGRAFO 4o. La población que acceda al programa deberá reportar la información básica
de identificación, contacto y localización en las oficinas públicas que cada municipio disponga y
a través de los medios tecnológicos definidos para tal fin. Esta información deberá actualizarse
cada vez que la persona realice un cambio en su lugar de residencia o en sus condiciones
socioeconómicas.

Concordancias

Ley 2294 de 2023; Art. 366

ARTÍCULO 66. CREACIÓN DEL PROGRAMA DE RENTA CIUDADANA. A partir de la
entrada en vigencia de la presente ley, créese el programa de renta ciudadana, el cual armonizará
los programas de transferencias monetarias condicionadas y no condicionadas a cargo del
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social (DPS). La renta ciudadana hará parte
del Sistema de Transferencias y consistirá en la entrega de transferencias monetarias
condicionadas y no condicionadas de manera gradual y progresiva a los hogares en situación de
pobreza, pobreza extrema y vulnerabilidad socioeconómica, priorizando a la población con
discapacidad, con la finalidad de aportar a la superación de la pobreza y promover la movilidad
social y fortalecer la economía popular y comunitaria. Para la obtención del beneficio de que
trata este programa, los beneficiarios podrán vincularse o estar vinculados a iniciativas de orden
nacional o territorial de trabajo social y aporte a su comunidad.



El monto de la transferencia dependerá de la conformación del hogar y la zona en la que habite, y
tendrá en cuenta el ciclo de vida. El componente condicionado estará asociado a dimensiones de
salud, educación y corresponsabilidades en ocupación y empleo.

Los recursos para la ejecución de este programa deberán estar de acuerdo con las
disponibilidades presupuestales, el Marco Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gasto de
Mediano Plazo.

PARÁGRAFO 1o. La focalización, montos, criterios de ingreso y permanencia serán puestos en
consideración de la Mesa de Equidad o quien haga sus veces.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social
(DPS) contará hasta el 31 de diciembre de 2023 para definir, reglamentar, e implementar la
armonización de los programas de transferencias monetarias existentes. Los beneficiarios de los
programas actuales continuarán recibiendo los beneficios durante este proceso.
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